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determinadas circunstancias de vulnerabilidad social, entre las que se encuentra que el nivel de renta de la unidad 
familiar no supere determinados valores, que se ven incrementados en el caso de que algún miembro de la unidad 
familiar acredite la condición de mujer víctima de violencia de género.

Muchas de estas quejas traían causa de la excesiva complejidad del procedimiento de solicitud del bono diseñado en 
la normativa estatal de referencia, especialmente por la dificultad para acreditar la situación de vulnerabilidad alegada.

Tal fue el caso planteado en la queja 18/0979, cuya promotora trasladaba en forma de queja su desesperación ante la 
reiterada negativa de la comercializadora de electricidad a aceptar la documentación presentada para acreditar su condición 
de víctima de violencia de género, consistente en diversas resoluciones judiciales que, a su juicio, así lo testimoniaban.

Tras analizar la documentación aportada pudimos explicar a la interesada que el rechazo de su documentación 
por parte de la empresa no obedecía a que considerase la misma insuficiente para acreditar su situación de 
vulnerabilidad, sino que se debía al hecho de que la normativa que regula el bono social, para proteger la privacidad 
de las personas que lo solicitan, exige que la acreditación de la situación de vulnerabilidad se realice ante los 
servicios sociales municipales y no ante la empresa comercializadora.

En el presente caso, la documentación judicial acreditativa de su condición víctima de violencia de género debería 
haber sido entregada a los servicios sociales del Ayuntamiento para que los mismos elaborarán un certificado que 
posteriormente se enviaría a la empresa comercializadora y en el que únicamente debería figurar que un miembro 
de la unidad familiar era tributaria de una de las situaciones de vulnerabilidad previstas normativamente, sin 
especificar nunca a cual de ellas se refería para proteger así sus datos personales.

1.7.2.5 Educación, personas menores y extranjería
Durante 2018 se han tramitado 30 expedientes de queja en el Área de Menores, Educación y Extranjería cuya 

temática, con carácter transversal, se encuentra relacionada -en mayor o menor medida- con cuestiones que inciden 
en el principio de igualdad de género.

Como viene aconteciendo en ejercicios anteriores, una parte significativa 
de estas quejas están relacionadas con litigios en el ámbito familiar. La 
reclamación más usual sigue refiriéndose a disconformidad con las decisiones 
judiciales en torno al régimen de visitas o de pensiones de alimentos a los 
hijos en los procesos de separación o divorcio. En estos casos se alega que la 
decisión adoptada por el juzgador tiene su fundamento en la condición de 
hombre o mujer del demandante o demandado, y no en el interés superior de 
los menores. Un año más debemos poner de manifiesto la prevalencia de este 
tipo de quejas de los hombres frente a las mujeres.

Continuamos también recibiendo quejas de mujeres víctimas de violencia de género que cuestionan que el 
ente público proceda a retirarles la guarda y custodia de sus hijos con fundamento en el deterioro personal 
y psíquico que padecen precisamente por haber sido sometidas durante años al maltrato de sus parejas. Es habitual 
y comprensible que las madres argumenten una víctimización secundaria ya que además de ser víctima de violencia 
por parte de sus maridos, sufren también el dolor que supone la separación de sus hijos, y manifiesten encontrarse 
con una actitud fría y distante de la Administración que no tiene en cuenta la situación vivida.

Durante 2018 hemos realizado nuevas intervenciones en relación con un concreto asunto, con una elevada 
repercusión social y muy mediático, surgido tras la denuncia de una madre, presunta víctima de violencia de 
género que incumplió los fallos judiciales que le obligaba a devolver sus hijos al padre, el cual residía en Italia.

A pesar de que el asunto se encontraba sub-iudice, según constaba en los antecedentes del caso, la madre había 
interpuesto otra denuncia por violencia de género en un juzgado de Granada, existiendo demoras en dar trámite a 
este denuncia por la falta de traducción de la denuncia al idioma italiano ya que era en Italia donde debía sustanciarse 
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el procedimiento por constituir el país de domicilio familiar y donde se produjeron los hechos denunciados, a pesar 
de que la denunciante, en esos momentos, residía en Granada.

Es necesario señalar que la traducción de estos documentos está encomendada a una empresa adjudicataria del 
servicio de traducciones e interpretaciones de los órganos judiciales.

Tras nuestra intervención, en la que formulamos una recomendación, se procedió a traducir la denuncia de la 
reclamante y se instó a la empresa adjudicataria a adoptar las medidas pertinentes para que no vuelvan a producirse 
circunstancias similares en el futuro.

No obstante, en 2018 se requirió de nuevo la colaboración la Defensoría para que el Consulado español en Roma 
realizará un seguimiento de la situación de riesgo que, en criterio de la madre, se encontraban los menores que 
residen con su padre en Italia. Teniendo en cuenta que el asunto competía al Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Unión Europea y Colaboración, se trasladó los antecedentes del caso a la Defensoría del Pueblo de la Nación, 
quien ha informado de las diversas actividades de seguimiento del caso, prestando a la madre la debida asistencia 
consular, siempre con pleno respeto a las leyes y a las actuaciones de las autoridades italianas.

La igualdad de género en el ámbito de la publicidad ha motivado la intervención de la Institución en 2018 
tras la recepción de algunas quejas donde se mostraba el rechazo de una campaña publicitaria realizada mediante 
fotografías de grandes dimensiones colocadas en vallas publicitarias de una marca de ropa en la que se utiliza la 
imagen de una niña con vestimenta y pose sexualizada, en clara disonancia con su edad (queja 18/1753).

Para el análisis del contenido de la queja se ha de partir de lo establecido en el artículo 2 de la Ley 34/1988, de 11 
de noviembre de 1988, General de Publicidad, que dispone que a efectos de dicha Ley se entenderá por publicidad 
toda forma de comunicación realizada por una persona física o jurídica, pública o privada, en el ejercicio de una 
actividad comercial, industrial, artesanal o profesional, con el fin de promover de forma directa o indirecta la 
contratación de bienes muebles o inmuebles, servicios, derechos y obligaciones.

Por tanto, la publicidad realizada mediante vallas publicitarias se encuentra comprendida en el ámbito de 
aplicación de la Ley. Adentrándonos ya en el contenido de la Ley General de Publicidad, hemos de referirnos 
al tenor de artículo 3, que considera ilícita la publicidad que atente contra la dignidad de la persona o vulnere 
los valores y derechos reconocidos en la Constitución, especialmente a los que se refieren sus artículos 18 y 20, 
apartado 4.

Conforme a las modificaciones introducidas en la Ley General de Publicidad 
por la disposición adicional 6.1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, 
de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, se habrán 
de entender incluidas en la previsión anterior los anuncios que presenten a 
las mujeres de forma vejatoria, bien utilizando particular y directamente su 
cuerpo o partes del mismo como mero objeto desvinculado del producto 
que se pretende promocionar, bien su imagen asociada a comportamientos 
estereotipados que vulneren los fundamentos de nuestro ordenamiento 
coadyuvando a generar la violencia a que se refiere la Ley Orgánica de medidas 
de protección integral contra la violencia de género.

Por otra parte, el artículo 25, de la Ley General de Publicidad, establece que cuando una publicidad sea considerada 
ilícita por afectar a la utilización vejatoria o discriminatoria de la imagen de la mujer, podrán solicitar del anunciante 
su cese y rectificación, entre otros organismos públicos, instituciones o asociaciones legitimadas, el Instituto de la 
Mujer o su equivalente en el ámbito autonómico.

Para apostillar la necesidad de actuación en esta cuestión también se ha de traer a colación las previsiones 
contenidas en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del 
Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil (incluyendo las modificaciones introducidas por la Ley 26/2015, de 
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28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia), cuyo artículo 11 apartado 1, 
impele a las Administraciones Públicas a tener en cuenta las necesidades de los menores al ejercer sus competencias, 
especialmente en materia de control sobre productos alimenticios, consumo, vivienda, educación, sanidad, servicios 
sociales, cultura, deporte, espectáculos, medios de comunicación, transportes, tiempo libre, juego, espacios libres 
y nuevas tecnologías (TICs).

Dispone asimismo el artículo 11.2.d) de la Ley de Protección Jurídica del Menor que habrá de ser un principio rector 
de la actuación de los poderes públicos en relación con los menores la prevención y la detección precoz de todas 
aquellas situaciones que puedan perjudicar su desarrollo personal.

En este contexto, acordamos dar traslado de la denuncia al Instituto Andaluz de la Mujer, por considerar que 
este organismo tiene atribuidas competencias específicas en defensa de los derechos de la mujer. Por respuesta, 
recibimos un informe elaborado por el Observatorio de la Publicidad No Sexista -integrado en el Instituto Andaluz 
de la Mujer- que incluye el contenido de dicha campaña publicitaria en el apartado 8 del Decálogo de publicidad 
no sexista, al formular mensajes publicitarios que contribuyen a la sexualización temprana de niñas y adolescentes. 
A tales efectos se ha incoado un expediente, dando traslado de la denuncia a la entidad responsable de la campaña 
comercial, para que formule alegaciones.

La adaptación de instalaciones educativas para su debido uso por las alumnas de un centro docente 
ha motivado también la intervención de la Defensoría. Se trata de un instituto construido en 1968 destinado 
exclusivamente al alumnado de sexo masculino, que no contempla vestuarios ni aseos específicos para alumnas.

Tras nuestra intervención se van a realizar mejoras en el centro, siendo prioritarias la remodelación completa de 
los aseos-vestuarios, diferenciándolos para su uso por alumnos y alumnas (queja 18/2751).

Otra actuación destacada en igualdad de género deviene de la práctica de determinados centros docentes en los 
que se obliga al alumnado al uso de uniformes, imponiéndose el pantalón para los alumnos y la falda para 
las alumnas. Se solicita por los ciudadanos que se regule este tema, y se dé a los padres y madres y a las propias 
niñas y niños la libertad de elegir entre falda/vestido/pichi o pantalón del uniforme reglamentario del centro. 
Todavía estamos pendiente de recibir respuesta (queja 18/6998).

La defensa de las trabajadoras temporeras agrícolas en la provincia 
de Huelva ha sido otra actuación reseñable en 2018. Esta intervención se 
inició de oficio tras conocer por los medios de comunicación presuntos casos 
de maltrato físico o abusos contra trabajadoras agrícolas producidos en los 
escenarios de trabajo en las fincas, en las zonas de acceso o en las instalaciones 
de alojamiento que ocupan estas mujeres durante sus contratos. Las noticias 
apuntaban a una variedad de casos y a las supuestas dificultades para 
garantizar la presentación de las denuncias y para impulsar las actuaciones 
judiciales correspondientes.

Iniciamos una investigación para conocer, con el imprescindible rigor, el tratamiento que se viene siguiendo ante 
estas publicitadas denuncias y la tutela judicial efectiva que hubieran merecido, gracias a la colaboración que 
habitualmente presta la Fiscalía provincial de Huelva a esta Institución.

A la vez, y más allá de estas circunstancias de ámbito judicial, nos situamos en un escenario más amplio que 
afecta a las condiciones de trabajo de este amplio colectivo de empleo, fuertemente feminizado y con importante 
presencia de mujeres extranjeras. De este modo, nos interesamos por comprobar los objetivos de mejora en la 
capacidad de acogida, integración y atención social de estos colectivos presentes en la actividad productiva 
del sector agrario en Huelva. Por ello, hemos solicitado informe al Foro Provincial para la Inmigración de Huelva 
(Delegación de Gobierno), Dirección General de Coordinación de Política Migratoria.

Estamos a la espera de recibir respuesta (queja 18/3717).
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